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Demandante:
FERNANDO VELÁSQUEZ COWAN   

Demandado:
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE BOLÍVAR

Acción de Tutela

FALLO SEGUNDA INSTANCIA

Decide la Sala la impugnación presentada por el actor contra la sentencia del 12 de noviembre de 2015, proferida por la Sección Segunda, Subsección B, del Consejo de Estado, que negó el amparo solicitado.  
ANTECEDENTES

1. Pretensiones

El señor Fernando Velásquez Cowan, mediante apoderado, interpuso acción de tutela contra el Tribunal Administrativo de Bolívar, por considerar vulnerados los derechos fundamentales al debido proceso y de acceso a la administración de justicia. En consecuencia, formuló la siguiente pretensión:

“… se revoque el auto interlocutorio No. 119 del 10 de junio de 2015 proferido por el Tribunal Administrativo…”

2. Hechos

Se advierten como hechos relevantes los siguientes:

En sentencia del 25 de febrero de 2008, el Juzgado 5 Administrativo de Cartagena condenó a la extinta CAJANAL a la reliquidación y pago de la pensión de jubilación del actor. La decisión quedó ejecutoriada el 5 de marzo de 2008.

Señaló que el fallo no se cumplió en los términos del artículo 176 del CCA, razón por la que inició demanda ejecutiva contra CAJANAL con el fin de que se pagaran los intereses moratorios causados.

En auto del 28 de julio de 2014, el Juzgado 5 Administrativo de Cartagena negó librar mandamiento de pago, porque no se allegó copia auténtica de las resoluciones proferidas por CAJANAL mediante las que se pretendió el cumplimiento de la sentencia.

Contra esa decisión presentó recurso de apelación que resolvió el Tribunal Administrativo de Bolívar en providencia del 10 de junio de 2015, que la confirmó.

El demandante consideró que el Tribunal incurrió en defecto procedimental, porque presuntamente no se presentaron las copias auténticas, toda vez que no tenían las firmas que así lo acreditaran, pero desconoció que la UGPP certifica la autenticidad de los actos mediante sellos, luego no se le podía exigir la ritualidad de la firma.

Fáctico, como consecuencia del anterior, por una errada valoración de los documentos aportados.

Lo anterior, porque con la demanda ejecutiva acompañó copias de las Resoluciones PAP 027910 del 29 de noviembre de 2010 y UGM 054604 del 17 de agosto de 2012, mediante las que se dio cumplimiento al fallo judicial que contienen unos sellos que dicen “Fiel Copia del Original” y “Este documento es fiel copia del que reposa en el archivo de esta entidad”  y la firma de quienes los profirieron es digital, de lo que se demuestra su autenticidad.

3.
Oposición

El Tribunal demandado no se pronunció.

4.
Intervención del tercero interesado

El Subdirector Jurídico Pensional de la UGPP informó que mediante Resolución PAP 027910 del 29 de noviembre de 2010, se dio cumplimiento al fallo proferido por el Juzgado 5 Administrativo de Cartagena, modificada por la Resolución UGM 057640 del 26 de octubre de 2012, en la que se le indicó que el pago de los intereses reclamados correspondía a CAJANAL EICE en Liquidación.

Que en Oficio UGPP 20142111757421 del 5 de mayo de 2014, remitió al apoderado del actor copia fiel y exacta a la providencia proferida por el Juzgado 5 Administrativo de Cartagena el 25 de febrero de 2008.

En cuanto a las pretensiones de tutela manifestó que no se acreditó el cumplimiento de los requisitos de procedibilidad contra providencia judicial, porque los jueces de instancia no desconocieron las normas sobre la reliquidación pensional, ni las relacionadas con la valoración probatoria de los documentos aportados con la demanda ejecutiva.

Por lo anterior, pidió que se declarara improcedente el amparo y se negaran las pretensiones. 

5. 
Providencia impugnada

La Sección Segunda, Subsección B, del Consejo de Estado, negó el amparo solicitado por las siguientes razones:

Hizo un recuento de las causales de procedencia de la acción de tutela contra providencia judicial  y se refirió a la finalidad del proceso ejecutivo y la composición del título, específicamente cuando el propósito es el cumplimiento de un fallo.

En cuanto a la presunción de veracidad de las copias advirtió que tienen el mismo valor probatorio del original, excepto que por disposición legal expresa sea necesaria la presentación de un documento genuino o un duplicado determinado.

Advirtió que el actor aportó copia auténtica de la sentencia del 25 de febrero de 2008, proferida por el Juez 5 Administrativo de Cartagena, con constancia de ser primera copia original, pero las Resoluciones expedidas por el liquidador de CAJANAL en cumplimiento de esa decisión, se allegaron en copia simple.

Y, como se alegó el incumplimiento parcial de una providencia judicial dictada por la jurisdicción de lo contencioso administrativo, el título ejecutivo era complejo, conformado por la sentencia, el acto administrativo de cumplimiento y los demás documentos mediante los que se trató de acatar la decisión.

En consecuencia, consideró que se debieron aportar las Resoluciones en copia auténtica, conforme al artículo 215 del CPACA, luego la providencia cuestionada se ajustó a derecho.

6. 
Impugnación

El demandante impugnó la decisión. Señaló que los actos administrativos que integran el título ejecutivo complejo son copia auténtica con constancia de ejecutoria, luego se encuentra satisfecho el requisito formal.

En consecuencia, el a quo se equivocó en cuanto desconoció la autenticidad de los documentos aportados, los cuales contienen unos sellos que dicen “Este documento es fiel copia del que reposa en el archivo de esta entidad y “Fiel Copia del Original”.

Por lo anterior, no podía exigírsele otra formalidad más allá de lo dispuesto en el numeral 4 del artículo 297 del CPACA. 

Reiteró que se incurrió en exceso ritual manifiesto, pues la autoridad administrativa dispuso un mecanismo para acreditar la autenticidad y ejecutoriedad de sus actos, como en efecto se hizo.

En consecuencia, pidió que se revoque el fallo impugnado y se acceda al amparo.

CONSIDERACIONES

La acción de tutela está consagrada en el artículo 86 de la Constitución Política, reglamentado por el Decreto 2591 de 1991, que en el artículo 1° establece: «Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe en su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que estos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública o de los particulares en los casos que señala este decreto». 

Esta acción procede cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

En el presente caso, el señor Fernando Velásquez Cowan pretende la protección de los derechos fundamentales al debido proceso y de acceso a la administración de justicia, que considera vulnerados por el Tribunal Administrativo de Bolívar, mediante auto del 10 de junio de 2015.

A la Sala le corresponde resolver la impugnación interpuesta por el demandante contra la sentencia del 12 de noviembre de 2015, proferida por la Sección Segunda, Subsección B, del Consejo de Estado, que negó el amparo solicitado.

Acción de tutela contra providencias judiciales

En cuanto a la acción de tutela como mecanismo para controvertir providencias judiciales, se precisa que, de manera excepcionalísima, se ha aceptado la procedencia cuando se advierte la afectación manifiesta y grosera de los derechos constitucionales fundamentales de acceso a la administración de justicia, debido proceso e igualdad
.

Ahora bien, sin perder de vista que la acción de tutela es, ante todo, un mecanismo de protección previsto de manera residual y subsidiaria por el ordenamiento jurídico, que en su conjunto está precisamente diseñado para garantizar los derechos fundamentales constitucionales, la Sala adecuó su posición respecto de la improcedencia de esta acción contra providencias judiciales y acogió el criterio de la procedencia excepcional
.

En el mismo sentido, la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo en sentencia de 31 de julio de 2012, exp 2009-01328-01, aceptó la procedencia de la tutela contra providencia judicial, en los siguientes términos:

“De lo que ha quedado reseñado se concluye que si bien es cierto que el criterio mayoritario de la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo ha sido el de considerar improcedente la acción de tutela contra providencias judiciales, no lo es menos que las distintas Secciones que la componen, antes y después del pronunciamiento de 29 de junio de 2004 (Expediente AC-10203), han abierto paso a dicha acción constitucional, de manera excepcional, cuando se ha advertido la vulneración de derechos constitucionales fundamentales, de ahí que se modifique tal criterio radical y se admita, como se hace en esta providencia, que debe acometerse el estudio de fondo, cuando se esté en presencia de providencias judiciales que resulten violatorias de tales derechos, observando al efecto los parámetros fijados hasta el momento Jurisprudencialmente. En consecuencia, en la parte resolutiva, se declarará la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales.” (Subraya la Sala)

Aun más, la Sala Plena de esta Corporación, en sentencia de unificación del 5 de agosto de 2014
, aceptó que la acción de tutela es procedente para cuestionar providencias judiciales dictadas por los órganos judiciales de cierre (Consejo de Estado, Corte Constitucional, Corte Suprema de Justicia y Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura), pues, de conformidad con el artículo 86 de la Constitución Política, ese mecanismo puede ejercerse contra “cualquier autoridad pública”.
Hechas estas precisiones acerca de la excepcionalísima procedencia de la tutela contra providencias judiciales, la Sala adoptará la metodología aplicada por la Corte Constitucional en la sentencia C-590 de 2005 para estudiar si, en un caso concreto, procede o no el amparo solicitado. 

En esa sentencia la Corte Constitucional precisó que las causales genéricas de procedibilidad o requisitos generales de procedencia de la tutela contra providencia judicial  son:

(i) Que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional;

(ii) Que se hayan agotado todos los medios ordinarios y extraordinarios de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable; 

(iii) Que se cumpla con el requisito de la inmediatez; (Negrilla fuera del texto)
(iv) Cuando se trate de una irregularidad procesal ésta debe tener un efecto determinante en la sentencia que se impugna y afectar los derechos fundamentales de la parte actora; 
(v) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos que se transgredieron y que tal vulneración hubiere sido alegada en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible y
(vi) Que no se trate de sentencias de tutela.
Una vez agotado el estudio de estos requisitos, y, siempre y cuando se constate el cumplimiento de todos, es necesario determinar la existencia de por lo menos alguna de las causales especiales de procedibilidad, es decir, que la providencia controvertida haya incurrido en: a) defecto orgánico, b) defecto procedimental absoluto, c) defecto fáctico, d) defecto material o sustantivo, e) error inducido, f) decisión sin motivación, g) desconocimiento del precedente constitucional que establece el alcance de un derecho fundamental y h) violación directa de la Constitución.

Problema jurídico

¿Incurrió la autoridad judicial demandada en defecto procedimental en la providencia que negó librar mandamiento de pago en el proceso ejecutivo iniciado por la actora contra la UGPP? 

Caso concreto

Fernando Velásquez Cowan manifestó que el auto del 10 de junio de 2015, dictado por el Tribunal Administrativo de Bolívar, incurrió en defecto procedimental absoluto por exceso ritual manifiesto, pues exigió que la demanda ejecutiva estuviera acompañada de la copia auténtica de la sentencia a ejecutar, con constancia de primera copia del original y ejecutoriada y, copia auténtica de las Resoluciones mediante las cuales CAJANAL dio cumplimiento a esa decisión judicial. 

Advirtió que aportó todos los documentos en copia auténtica, pues, las Resoluciones de CAJANAL contienen sellos que dicen “Fiel Copia del Original” y “Este documento es fiel copia del que reposa en el archivo de esta entidad”, con lo cual se cumplió la formalidad exigida y, por lo tanto, no debía acreditar alguna otra.

Le corresponde a la Sala determinar si la providencia cuestionada incurrió en el defecto alegado, al denegar el mandamiento de pago porque presuntamente la demanda ejecutiva no fue acompañada de la copia autenticada de las Resoluciones PAP 027910 del 29 de noviembre de 2010 y UGM 054604 del 17 de agosto de 2012. 

El defecto procedimental hace referencia a aquellos casos en que el funcionario judicial actúa completamente al margen del procedimiento legalmente establecido. En palabras de la Corte Constitucional, el defecto procedimental se configura cuando el funcionario judicial: i) sigue un trámite completamente ajeno al que corresponde (desvío del cauce del asunto)
; ii) pretermite etapas o eventos sustanciales del procedimiento, circunstancia que automáticamente conlleva al desconocimiento del derecho de defensa y contradicción
, o iii) incurre en exceso ritual manifiesto, es decir, cuando concibe los procedimientos como un obstáculo para la eficacia del derecho sustancial, y, por esta vía, sus actuaciones devienen en denegación de justicia
.

La afectación del derecho fundamental de acceso a la administración de justicia, relacionada con el desconocimiento del principio de primacía del derecho sustancial, puede tener origen en la exigencia irracional del cumplimiento de ciertos requisitos formales o en la apreciación de las pruebas basada en rigorismos procedimentales.

En conclusión, para la Corte Constitucional el defecto procedimental, por exceso ritual manifiesto, se presenta cuando el juez “no acata el mandato de dar prevalencia al derecho sustancial y se configura en íntima relación con problemas de hecho y de derecho en la apreciación de las pruebas (defecto fáctico), y con problemas sustanciales relacionados con la aplicación preferente de la Constitución cuando los requisitos legales amenazan la vigencia de los derechos constitucionales”
.

Ahora bien, en el sub lite, el Tribunal demandado advirtió que el título que se presentó como fundamento para el  proceso ejecutivo era complejo, porque estaba compuesto por la sentencia del 25 de febrero de 2008 (proferida por el Juzgado 5 Administrativo de Cartagena) y los actos que se dictaron para cumplirla, esto es, las Resoluciones PAP 027910 del 29 de noviembre de 2010 y UGM 054604 del 17 de agosto de 2012 (dictadas por CAJANAL).

Al respecto señaló: 

“La parte demandante cuestiona la decisión del a quo en la que se resolvió abstenerse de librar mandamiento de pago, exponiendo principalmente que no se tuvo en cuenta que la copia auténtica de la sentencia aportada constituye por sí sola, el título ejecutivo de la obligación reclamada, sin que se trate de un título complejo.

Al respecto, considera el Despacho que no le asiste razón al recurrente en sus argumentos, por cuanto como se señaló en el marco jurídico antes expuesto, tratándose de la ejecución de condena impuestas en sentencias judiciales, respecto de las cuales se alegue el incumplimiento imperfecto o parcial de las órdenes en ellas contenidas, el título ejecutivo es complejo y está conformado por la providencia misma, acompañada del acto administrativo y demás documentos a través de los cuales la entidad da cumplimiento parcial a la condena que le fue impuesta.

Lo anterior, máxime en aquellos eventos en los cuales se pretende la ejecución de los intereses derivados de las sumas que se ordenó reconocer a favor de la parte demandante, por cuanto para que se trate de una obligación clara y expresa, debe tenerse certeza sobre el monto a partir del cual deben liquidarse estos, es decir, sobre el valor reconocido por la administración mediante el correspondiente acto administrativo y la fecha límite de su causación, la cual corresponde a la fecha de pago de la obligación. Por ello, tampoco resultan de recibo los argumentos de la apelación que en sentido distinto al expuesto, reprochan lo manifestado por el a quo.

Debe resaltarse además, que si bien es cierto el derecho al reconocimiento y pago de los intereses, nace a partir de la sentencia judicial que así lo ordena, al ser una obligación determinable conforme a los parámetros fijados en la respectiva providencia, para su ejecución deben allegarse al Juez los documentos idóneos que permitan su tasación, so pena de no salir avante en sus pretensiones, en la medida en que no puede el Juez librar mandamiento de pago sobre sumas abstractas y/o sin fundamento de liquidación. 

En ese orden, revisados los documentos allegados con la demanda, encuentra el Tribunal que la parte demandante aportó en copia simple las Resoluciones PAP 027910 del 29 de noviembre de 2010 y UGM 054604 del 17 de agosto de 20012 y el cupón de pago del banco BBVA con el cual se pretende demostrar el monto de las sumas pagadas por concepto de la reliquidación pensional. Atendiendo lo anterior adujo el a quo que al obrar dichas Resoluciones en copia simple, no son susceptibles de valoración en aplicación de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 215 del CPACA.”

Con fundamento en ese pronunciamiento, la providencia objeto de tutela concluyó que no era procedente librar mandamiento de pago, por cuanto el título ejecutivo complejo no fue debidamente conformado, en tanto la parte actora, al presentar la demanda ejecutiva, no aportó copia auténtica de las Resoluciones proferidas por CAJANAL para dar cumplimiento a la sentencia del 25 de febrero de 2008. 

De lo anterior, en principio, podría concluirse que no se configuró el defecto procedimental por exceso ritual manifiesto, pues la providencia objeto de tutela, mediante un juicio aparentemente razonable, concluyó que las Resoluciones PAP 027910 del 29 de noviembre de 2010 y UGM 054604 del 17 de agosto de 2012, debieron ser aportadas en copia auténtica al momento de presentarse la demanda ejecutiva, por tratarse de un requisito sustantivo y no, en copia simple como consideró. 

No obstante, advierte la Sala que existió el defecto alegado, toda vez que hay una falla en los juzgadores de instancia, en cuanto al criterio adoptado, en el sentido de que consideraron que el título ejecutivo que pretendió utilizar la actora para el cobro de las obligaciones a su favor era complejo.

Advirtieron que la complejidad del título derivó de tres documentos, la sentencia del  25 de febrero de 2008, del Juzgado 5 Administrativo de Cartagena, en la que en la que ordenó que CAJANAL debía reajustar la pensión gracia del actor con base en el 75% de la totalidad de los factores salariales devengados en el último año de servicio y, las Resoluciones PAP 027910 del 29 de noviembre de 2010 y UGM 054604 del 17 de agosto de 2012, que reliquidaron la pensión gracia.

Ese criterio, estima la Sala es errado, porque no existía dicho título complejo, pues, conforme a las normas de procedimiento civil, una sentencia ejecutoriada que contenga una obligación expresa, clara y exigible, constituye un título ejecutivo
.

En consecuencia, bastaba solo con aportar la sentencia que diera cuenta de la obligación a favor de la interesada y que se verificara su contenido y exigibilidad, para que se librara mandamiento de pago.

No así, los actos proferidos por la autoridad administrativa en cumplimiento de una decisión judicial, pues, no podía exigirse a la demandante que aportara un documento emanado del deudor para probar un crédito a su favor, pues, justamente lo que se discute es que no se ha dado cumplimiento a la obligación correspondiente.

A lo sumo, las Resoluciones proferidas por la UGPP serían un instrumento para proponer excepción de pago a favor del ejecutado, pero nunca, una exigencia para librar mandamiento ejecutivo, pues, como se dijo, ese documento no prestaba mérito ejecutivo y, por esa razón, no podía ser exigido.

Por lo anterior, al margen de que hubiera exigido que se aportaran los actos en copia simple o, como lo adujo el actor, los documentos estaban en copia auténtica, porque tenían unos sellos de la entidad que así los identificaron, bastaba con que se aportara la primera copia de la sentencia y la respectiva constancia de ejecutoria para que se librara el título ejecutivo.

Para la Sala, la exigencia de copia auténtica de las mentadas Resoluciones, no tenía relación directa con las condiciones de certeza, exigibilidad, claridad y legalidad del título ejecutivo (requisitos sustanciales), que debían predicarse solo del fallo que contenía la obligación.

Conforme a lo anterior, se advierte la existencia de un defecto procedimental que hace procedente la acción de tutela.

Por lo tanto, esta Sala revocará la sentencia impugnada y, en su lugar, amparará los derechos fundamentales al debido proceso y de acceso a la administración de justicia del actor, dejará sin efectos los autos del 28 de julio de 2014 y 10 de junio de 2015, proferidos por el Juzgado 5 Administrativo de Cartagena y el Tribunal Administrativo de Bolívar, respectivamente, que negaron el mandamiento de pago en el marco del proceso ejecutivo promovido contra la UGPP.

En consecuencia, se ordenará al Juzgado 5 Administrativo de Cartagena que profiera una nueva decisión conforme a las consideraciones de esta providencia.

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, por medio de la Sección Cuarta de la Sala de lo Contencioso Administrativo, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

F A L L A

1. REVÓCASE la sentencia del 12 de noviembre de 2015, proferida por la Sección Segunda, Subsección B, del Consejo de Estado, que negó el amparo solicitado.
En su lugar,  

2. AMPÁRANSE los derechos fundamentales al debido proceso y de acceso a la administración de justicia del señor Fernando Velásquez Cowan, por las razones expuestas.
3. DÉJANSE sin efectos las providencias del 28 de julio de 2014 y 10 de junio de 2015, proferidos por el Juzgado 5 Administrativo de Cartagena y el Tribunal Administrativo de Bolívar, respectivamente
 EN CONSECUENCIA, 

ORDÉNASE al Juzgado 5 Administrativo de Cartagena que profiera una nueva decisión conforme a las consideraciones de esta providencia. 

4. Notifíquese a las partes por el medio más expedito posible. 

La anterior providencia fue considerada y aprobada en la sesión de la fecha.

MARTHA TERESA BRICEÑO DE VALENCIA      HUGO FERNANDO BASTIDAS BÁRCENAS      
  
        Presidenta de la Sección



Salva voto


   
 CARMEN TERESA ORTIZ DE RODRÍGUEZ            JORGE OCTAVIO RAMÍREZ RAMÍREZ                

� Ver entre otras, sentencias de 3 de agosto de 2006, Exp. AC-2006-00691, de 26 de junio de 2008, Exp. AC 2008-00539, de 22 de enero de 2009, Exp. AC 2008- 00720-01 y de 5 de marzo de 2009, Exp. AC 2008-01063-01.


�Entre otras, ver sentencias de 28 de enero de 2010 (Exp. AC-2009-00778); de 10 de febrero de 2011 (exp AC-2010-1239) y de 3 de marzo de 2011 (Exp. 2010-01271). 


� Expediente: 11001-03-15-000-2012-02201-01 (IJ). Demandante: ALPINA PRODUCTOS ALIMENTICIOS S.A. Demandado: CONSEJO DE ESTADO – SECCIÓN PRIMERA.


� Sentencia T-1049 de 2012. M.P. Luis Ernesto Vargas Silva.


� Ibíd.


� Sentencia T-386 de 2010. M.P. Nilson Pinilla Pinilla.


� Sentencia T-363 de 2013. M.P. Luis Ernesto Vargas Silva. 


� Código General del Proceso, Artículo 422. Título ejecutivo. Pueden demandarse ejecutivamente las obligaciones expresas, claras y exigibles que consten en documentos que provengan del deudor o de su causante, y constituyan plena prueba contra él, o las que emanen de una sentencia de condena proferida por juez o tribunal de cualquier jurisdicción, o de otra providencia judicial, o de las providencias que en procesos de policía aprueben liquidación de costas o señalen honorarios de auxiliares de la justicia, y los demás documentos que señale la ley. La confesión hecha en el curso de un proceso no constituye título ejecutivo, pero sí la que conste en el interrogatorio previsto en el artículo 184.





